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Es de anotar que encontrándose el asunto en esta Corporación, la entidad accionada allegó un escrito con el cual puso en conocimiento de la judicatura que el día 4 de julio del año que transcurre, dio cabal cumplimiento a la orden impartida por el Juez de primera instancia, pues realizó una visita de campo en el predio del señor José Alejandro, logrando establecer que efectivamente el mencionado ciudadano levantó su vivienda en el mismo lugar que en el pasado fue afectado con la ola invernal, también se comprobó que en ese lugar vive en la actualidad el señor Ramírez Ramírez con su esposa y sus dos hijas, concluyéndose que, ciertamente, logró encontrar una solución de vivienda, y que por esta razón, dejó de ser beneficiario de la “elegibilidad” para su reubicación, situación que fue puesta en conocimiento del accionante, como se observa en los archivos adjuntos a dicho memorial, obrantes en los folios 83 (vto.) y subsiguientes. 

(…)

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de esta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, configurándose con ello la figura del hecho superado frente a lo pedido por la parte accionante.
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	José Alejandro Ramírez Ramírez  

	Accionado: 
	Comfandi 

	Decisión: 
	Declara carencia de objeto 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Director Administrativo y Representante Legal de la Caja de Compensación Familiar del Valle del Cauca, COMFANDI, contra el fallo proferido por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía, Risaralda, el 27 de junio de 2018, mediante el cual tuteló el derecho fundamental de petición del señor JOSÉ ALEJANDRO RAMÍREZ RAMÍREZ. 
ANTECEDENTES:
El señor José Alejandro Ramírez Ramírez instauró acción de tutela en contra de la Caja de Compensación Familiar del Valle del Cauca, COMFANDI, entidad a la cual acusó de vulnerar sus derechos fundamentales de petición, vivienda digna, debido proceso e igualdad. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud fueron extraídos por el Juzgado de conocimiento así: 
“Dice el accionante que tiene 39 años de edad, se encuentra casado con Blanca Elcy Orozco, tienen dos hijas de 10 y 4 años edad, es jornalero y lo devengado sólo les alcanza para su subsistencia.

Manifiesta que debido a la ola invernal del 2010 su vivienda ubicada en la vereda Sirguía del municipio de Guática, presentó afectación y fue destruida totalmente por los bomberos del municipio de Guática; por tal razón como incluido como beneficiario junto con su grupo familiar en el Programa Nacional de Reubicación y Reconstrucción de viviendas para la atención de hogares damnificados y/o localizados en zonas de alto riesgo. El Programa tuvo inicio en julio de 2013 por parte del Fondo de Adaptación y Caja de Compensación -COMFANDI-

El 3 de abril de 2018 se realizó una reunión en el municipio de Guática, programada por COMFANDI y algunos funcionarios del municipio de, para el sorteo de las viviendas de los beneficiarios del programa; reunión en la que se enteró que ya no estaba incluido.; y según indicación de empleado de COMFANDI, su exclusión obedeció a que en su predio se había construido.

El 19 de abril de 2018, elevó derecho de petición ante COMFANDI para que se verificara, por cuanto no corresponde a la realidad, no hay construcción como puede evidenciarse en registro fotográfico allegado.

Afirma que vive en la misma vereda, en una propiedad de un familiar, no cuenta con recursos económicos para garantizarle a su familia una vivienda en condiciones dignas, por lo que requiere ser reubicado.

Considera que COMFANDI ha vulnerado su derecho fundamental a la vivienda en condiciones dignas, el debido proceso y el derecho a la igualdad.”
PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos anteriormente reseñados, solicitó el accionante que se tutelen sus derechos fundamentales, y en consecuencia, se le ordene a las entidades accionadas que le den respuesta de fondo al derecho de petición incoado desde el 19 de abril de 2018. Así mismo, se les ordene que una vez verifiquen su información, lo incluyan como beneficiario dentro del programa, y se ejecuten las obras en un plazo razonable.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

El Despacho de conocimiento admitió la acción de tutela mediante auto del 13 de junio de 2018 en contra de la Caja de Compensación Familiar del Valle del Cauca, COMFANDI, y el Fondo de Adaptación, entidades a las cuales ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió tutelar el derecho fundamental de petición del señor José Alejandro, pues consideró el A quo que la información suministrada tanto por el accionante como por la accionada generaban confusión, dado que ambos aportaron registros fotográficos a la acción tuitiva, el primero, para demostrar que no había reconstruido su vivienda el lote damnificado, y la segunda, para comprobar que sí lo había hecho, y que por ende había perdido su derecho.  
En ese orden de ideas, aludiendo el principio constitucional de buena fe, se le ordenó al Fondo de Adaptación y a la Caja de Compensación Familiar del Valle del Cauca, que en el término de 20 días realizaran una visita de campo, en presencia del accionante y de la Agente del Ministerio Público del municipio de Guática, para establecer la veracidad del predio que con anterioridad fue elegido como beneficiario para reubicación y/o reconstrucción de vivienda, y una vez precluido dicho término, procedieran dentro de las siguientes 48 horas a dar respuesta de fondo y congruente con lo solicitado al accionante.  

IMPUGNACIÓN:
Una vez notificada la decisión de instancia, se recibió en el Despacho de conocimiento un memorial suscrito por el Director Administrativo Suplente y Representante Legal de COMFANDI, también operador zonal del Fondo de Adaptación, mediante el cual la impugnó. 

Para fundamentar su disenso, afirmó el recurrente que el Programa Nacional de Reubicación y Reconstrucción de Viviendas para la atención de hogares damnificados y/o localizados en zonas de alto riesgo no mitigable afectadas por los eventos derivados del fenómeno de la niña 2010-2011, desarrollado por el Fondo de Adaptación, exige una serie de requisitos de orden jurídico, técnico y social para acceder al mismo. 
En virtud de lo anterior, COMFANDI funge como operador zonal del programa en los departamentos de Caldas, Quindío, Risaralda, y Valle del Cauca siguiendo con los requisitos que exige el Fondo de Adaptación, y que se encuentran consagrados en la Resolución #340 de 2015, cuyo cumplimiento es obligatorio. 
Es así como, en efecto, el hogar del accionante fue declarado elegible, previo el cumplimiento de todos los trámites y condiciones establecidos en el Instructivo del Fondo de Adaptación y la modalidad fue la de reubicación; sin embargo, de conformidad con los mismos parámetros normativos, su elegibilidad fue revertida cuando se logró constatar mediante una visita de campo que el señor José Alejandro había reconstruido el hogar afectado, lo que implicaba una pérdida automática del derecho a ser reubicado, dado que no es posible ser beneficiario un hogar que sea propietario o poseedor de otra vivienda, o que después de la fecha de afectación hubiera adquirido una solución de vivienda.El recurrente aseguró que tal información se le suministró al accionante mediante la respuesta que se le dio a su petición, por lo que no es plausible afirmar que se ha vulnerado su derecho fundamental de petición, aun cuando la respuesta le haya resultado adversa. 
Por otra parte, expuso que esa entidad no está obligada contractualmente para ejecutar actos en planes de intervención, como sería la visita al predio del accionante, pues no hace parte de su objeto contractual, sin embargo, como quiera que se le brindó respuesta a la petición del señor Ramírez Ramírez, debería entenderse que en ese asunto operó el fenómeno del hecho superado. 
De igual forma, precisó que procedería a hacerse por parte de la entidad una visita de campo al predio del accionante, sin embargo, de llegarse a determinar su elegibilidad, su aceptación sería única y exclusivamente competencia del Fondo de Adaptación.
En ese orden de ideas, pidió que se modifique la decisión en lo referente a la Caja de Compensación Familiar del Valle del Cauca. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

Le corresponde a esta Corporación establecer si por parte de alguna de las entidades vinculadas al presente asunto, se han vulnerado las prerrogativas constitucionales del señor José Alejandro Ramírez Ramírez, tal como fue considerado por el Juez cognoscente en el fallo de primer nivel, o si hay lugar a revocar la decisión evaluada, tal como afirma la entidad recurrente (respecto de las órdenes impartidas a la misma).
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
En el presente asunto, se tiene que la orden de protección dictada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía estaba encaminada a que se le brindara una respuesta de fondo al señor José Alejandro Ramírez Ramírez con respecto a la solicitud que elevara ante la Caja de Compensación Familiar del Valle del Cauca, relacionada con la materialización del beneficio de reubicación que se le había reconocido por haber resultado damnificado su hogar con el fenómeno de la niña entre los años 2010 y 2011; amparo que se circunscribió a ordenarle a dicha entidad que realizara una visita de campo al predio del accionante, de manera que se verificara si efectivamente había encontrado solución de vivienda con posterioridad a la fecha de la afectación. 
Es de anotar que encontrándose el asunto en esta Corporación, la entidad accionada allegó un escrito con el cual puso en conocimiento de la judicatura que el día 4 de julio del año que transcurre, dio cabal cumplimiento a la orden impartida por el Juez de primera instancia, pues realizó una visita de campo en el predio del señor José Alejandro, logrando establecer que efectivamente el mencionado ciudadano levantó su vivienda en el mismo lugar que en el pasado fue afectado con la ola invernal, también se comprobó que en ese lugar vive en la actualidad el señor Ramírez Ramírez con su esposa y sus dos hijas, concluyéndose que, ciertamente, logró encontrar una solución de vivienda, y que por esta razón, dejó de ser beneficiario de la “elegibilidad” para su reubicación, situación que fue puesta en conocimiento del accionante, como se observa en los archivos adjuntos a dicho memorial, obrantes en los folios 83 (vto.) y subsiguientes. 
Teniendo en cuenta lo anterior, encuentra esta Corporación que la pretensión de la parte demandante, relacionada con obtener una respuesta de fondo frente a la petición elevada ante COMFANDI se ha visto satisfecha, y por ende es deber de este Juez Colegiado indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada:
“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 

“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de esta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, configurándose con ello la figura del hecho superado frente a lo pedido por la parte accionante.

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO en el fallo de tutela proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor JOSÉ ALEJANDRO RAMÍREZ RAMÍREZ, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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